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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1. Instancia de reclamación (primera instancia) 

 

Con fecha 29/09/2014, Carlos Alberto Oberti Coronado (“el recurrente”) interpuso 

recurso de reclamación contra la Resolución de Determinación N° 023-004-

00001271 (“RD”) emitida por el Área de Control de la Deuda de la Intendencia Lima 

de la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria 

(“SUNAT”), a través de la cual le atribuyó responsabilidad solidaria 

fundamentándose en el numeral 2 del artículo 16° del Código Tributario (“CT”), 

respecto de las deudas tributarias de la empresa Tellus Investment Latinoamérica 

S.A.C. (“la Empresa”) que se detallan a continuación: 

 

- Órdenes de Pago N° 023-001-5643954 a 023-001-5643960 (“OP”), giradas por 

la reliquidación de las cuotas del Impuesto Temporal a los Activos Netos 

(“ITAN”) de marzo a setiembre de 2013. 

 

- OP N° 023-001-5679036, girada por la reliquidación de la declaración jurada 

del Impuesto a la Renta (“IR”) del ejercicio 2012. 

 

- Resolución de Multa N° 023-002-0953060 (“RM”), girada por la comisión de la 

infracción tipificada en el numeral 1 del artículo 176° del CT, por no presentar 

dentro del plazo establecido la declaración jurada del Impuesto General a las 

Ventas (“IGV”) del periodo marzo 2013. 

 

- RM N° 023-002-1095810, girada por la comisión de la infracción tipificada en el 

numeral 1 del artículo 176° del CT, por no presentar dentro del plazo 

establecido la declaración jurada del IR del ejercicio 2012. 

 

La SUNAT señaló que el recurrente había actuado con dolo, negligencia grave o 

abuso de facultades, toda vez que desde el 02/05/2013 hasta el 18/07/2014, la 

Empresa mantuvo la condición de “No Habido”, periodo durante el cual el recurrente 

se desempeñó como gerente general de la Empresa, siendo que en dicho periodo 

se generaron y/o resultaron exigibles las deudas tributarias antes detalladas. 

 

1.1.1. Fundamentos de hecho del recurso de reclamación 

 

El recurrente fundamentó su recurso de reclamación en los siguientes 

hechos: 

 

- Que, en el Informe N° 144-2014-SUNAT/6E2220 que se sustenta la RD 

de atribución de responsabilidad solidaria existe contradicción, pues por 

un lado, se indica que la deuda tributaria de la Empresa asciende a         

S/ 599,114, y por otro, que la deuda tributaria materia de atribución 

                                                           
1  Que se sustenta a su vez en los Informes N° 144-2014-SUNAT/6E2220 y 0378-2014-6E0200. 



asciende a S/ 402,086, constituyendo un error material que desvirtúa la  

atribución de responsabilidad solidaria. 

 

- Que, si bien la Empresa mantuvo la condición de “No Hallado” desde el 

10/04/2013 hasta el 01/05/2013 y la condición de “No Habido” desde el 

02/05/2013 hasta el 29/09/2014, mediante escritos de fechas 

18/02/2014 y 26/05/2014, durante un procedimiento de cobranza 

coactiva iniciado por la SUNAT, declaró un nuevo domicilio fiscal, al 

haberse resuelto el contrato de arrendamiento del inmueble en donde 

la Empresa desarrollaba sus actividades económicas; sin embargo, al 

emitir la RD de atribución de responsabilidad solidaria, la SUNAT no los 

tomó en cuenta, vulnerando su derecho de defensa y al debido 

procedimiento. Al respecto, invocó la aplicación de la Resolución del 

Tribunal Fiscal N° 07548-1-2004 (“RTF”). 

 

- Que, las obligaciones tributarias a cargo de la Empresa dejaron de 

pagarse, en razón a que la administración tributaria de Ecuador gravó 

indebidamente con una tasa de 25%, las rentas generadas por la 

Empresa en dicho país, ocasionando un problema de doble imposición 

internacional, incumpliendo la Decisión 578 de la Comunidad Andina de 

Naciones, según la cual, las rentas obtenidas por una Empresa 

residente en un País Miembro, solo deben ser gravadas en el país de la 

residencia y no en el país de la fuente. En consecuencia, no existe dolo, 

negligencia grave o abuso de facultades a efecto de que la SUNAT le 

atribuya responsabilidad solidaria respecto a las deudas tributarias de 

la Empresa. Al respecto, invoca la aplicación de las RTFs N° 00070-5-

2000, 05344-4-2003 y 06775-5-2003. 

 

- Que, en relación con la OP N° 023-001-5679036, girada por la 

reliquidación de la declaración jurada del IR del ejercicio 2012, alega 

que la fecha para declarar el anotado tributo venció en marzo o abril de 

2013, meses durante los cuales la Empresa tenía la condición de 

“Habido”, por lo que respecto de dicho valor no se ha producido la causal 

de atribución de responsabilidad solidaria invocada por la SUNAT. 

 

- Que, por los argumentos expuestos, solicitó que se declare la nulidad 

de la RD de atribución de responsabilidad solidaria. 

 

1.1.2. Fundamentos de derecho del recurso de reclamación 

 

El recurrente fundamentó su recurso reclamación en las siguientes normas 

legales y otras disposiciones: 

 

- Artículo 11° del CT, que regula el domicilio fiscal. 

 

- Numeral 2 del artículo 16° del CT, que dispone que los representantes 

legales y los designados por las personas jurídicas pueden ser 

designados como responsables solidarios. 



 

- Artículo 109° del CT, que regula las causales de nulidad y de 

anulabilidad de los actos emitidos por la administración tributaria. 

 

- Artículos 132° y 135° del CT, que regula la facultad de los deudores 

tributarios para interponer reclamaciones y los actos reclamables. 

 

- Decreto Supremo N° 041-2006-EF, mediante el cual se dictaron 

disposiciones sobre las condiciones de “No Hallado” y de “No Habido” 

para efectos tributarios respecto de la SUNAT. 

 

- Decisión 578 de la Comunidad Andina de Naciones – Régimen para 

evitar la doble tributación y prevenir la evasión fiscal (Decisión 578). 

 

1.1.3. Medios probatorios ofrecidos por el recurrente 

 

El recurrente ofreció como medios probatorios los siguientes documentos: 

 

- Documento Nacional de Identidad del recurrente.   

 

- RD e Informes N° 144-2014-SUNAT/6E2220 y 0378-2014-6E0200. 

 

- Escritos  N° 000-TI0003-2014-129404-8 y 0006E8220-2014-400452-8, 

de fechas 18/02/2014 y 26/05/2014, mediante los cuales declaró un 

nuevo domicilio fiscal. 

 

1.1.4. Resolución de Intendencia N° 0260140116665/SUNAT 

 

Con fecha 28/11/2014, la División de Reclamaciones II de la SUNAT emitió 

la Resolución de Intendencia N° 0260140116665/SUNAT (“RI”), mediante la 

cual declaró infundado el recurso de reclamación interpuesto por el 

recurrente contra la RD de atribución de responsabilidad solidaria. 

 

1.1.5. Fundamentos de hecho expuestos en la RI 

 

La SUNAT fundamentó la RI en los siguientes hechos: 

 

- Que, según el Informe N° 144-2014-SUNAT/6E2220 que sustenta la RD 

de atribución de responsabilidad solidaria, de la verificación de  la copia 

literal de la Partida N° 12852205 del Registro de Personas Jurídicas de 

la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (“SUNARP”), se 

tiene que el recurrente se desempeñó como gerente general de la 

Empresa desde el 29/05/2012 hasta el 18/07/2014 (fecha de emisión 

del referido informe), periodo en que la Empresa adquirió la condición 

de “No Habido”, asimismo, durante dicho periodo se originaron y/o 

resultaron exigibles las mencionadas deudas tributarias. 

 



- Que, según el Informe N° 0378-2014-6E0200 que también sustenta la 

RD de atribución de responsabilidad solidaria, la Empresa adquirió la 

condición de “No Hallado” el 10/04/2013, puesto que como resultado de 

las diligencias de notificación de la Resolución de Ejecución Coactiva 

N° 0230061662945 (REC), de la RM N° 0230020915737 y de la REC 

N° 0230061726813, realizadas el 01/03/2013, 02/04/2013 y 04/04/2013, 

se obtuvo la certificación de la negativa de la recepción efectuada por 

el encargado de la diligencia. 

 

Como consecuencia de ello, el 15/04/2013 se publicó en la página web 

de la SUNAT la lista de contribuyentes que adquirieron la condición de 

“No Hallado”, entre los que se encontraba la Empresa, requiriéndoseles 

que cumplan con levantar dicha condición declarando un nuevo 

domicilio fiscal o confirmando el actual hasta el último día hábil del mes 

en que se efectuó tal publicación, de lo contrario adquirirían la condición 

de “No habido”. 

 

Posteriormente, el 02/05/2013, la SUNAT público en su página web, la 

relación de contribuyentes, incluida la Empresa, que no cumplieron con 

declarar o confirmar su domicilio fiscal dentro del plazo señalado. 

 

Que, al haber mantenido la Empresa la condición de “No Habido” desde 

el 02/05/2013 hasta el 18/07/2014, periodo durante el cual el recurrente 

se desempeñó como su gerente general y se generaron y/o resultaron 

exigibles las referidas deudas tributarias, se encuentra acreditada la 

causal de atribución de responsabilidad solidaria prevista en el numeral 

2 del artículo 16° del CT. 

- Que, en relación al aparente error material incurrido en el Informe N° 

144-2014-SUNAT/6E2220, que sustenta la RD de atribución de 

responsabilidad solidaria, en donde por un lado, se habría consignado 

que la deuda tributaria de la Empresa asciende a S/ 599,114, y por otro, 

que la deuda tributaria materia de atribución asciende a S/ 402,086, 

precisa que la primera es el total de la deuda tributaria que mantenía la 

Empresa y la segunda, es la parte de la deuda tributaria que se le 

atribuyó a título de responsabilidad solidaria. 

 

- Que, respecto a que mediante escritos de fechas 18/02/2014 y 

26/05/2014, durante un procedimiento de cobranza coactiva iniciado por 

la SUNAT, la Empresa declaró un nuevo domicilio fiscal, menciona que 

de conformidad con el artículo 11° del CT no es posible efectuar el 

cambio del domicilio fiscal durante el procedimiento de cobranza 

coactiva, salvo que la SUNAT considere que exista una causa 

justificada para dicho cambio, sin embargo, la Empresa no presentó 

ninguna documentación que respaldara su solicitud. 

 

Asimismo, aun cuando dicho cambio de domicilio fiscal se hubiese 

hecho efectivo, dado que las deudas tributarias materia de atribución de 



responsabilidad solidaria fueron notificadas el 16/05/2013 al 

17/01/2014, los escritos de fechas 18/02/2014 y 26/05/2014 resultan ser 

posteriores, por lo que no podrían desvirtuar la causal de atribución de 

responsabilidad solidaria al recurrente. 

 

- Que, en cuanto a las RTFs N° 00070-5-2000, 05344-4-2003 y 06775-5-

2003, citadas por el recurrente, señala que éstas no resultan aplicables 

al presente caso, por cuanto no se ha desvirtuado la causal de 

atribución de responsabilidad solidaria determinada por la SUNAT. 

 

- Que, sobre la atribución de responsabilidad solidaria de la deuda 

tributaria contenida en la OP N° 023-001-5679036, girada por la 

reliquidación de la declaración jurada del IR del ejercicio 2012, indica 

que de acuerdo con la Directiva N° 011-99-SUNAT, la responsabilidad 

solidaria del representante legal es imputada respecto de aquellas 

obligaciones tributarias que resulten exigibles durante su función, aun 

cuando el nacimiento de las mismas se haya producido con 

anterioridad, siendo que en ese sentido la SUNAT se ha pronunciado 

en el Informe N° 339-2003-SUNAT/2B0000. 

 

1.1.6. Fundamentos de derecho expuestos en la RI 

 

La SUNAT fundamentó la RI en las siguientes normas legales y otras 

disposiciones: 

 

- Artículo 9° del CT, que regula la figura del responsable tributario. 

 

- Numeral 2° del artículo 16° del CT, que dispone que los representantes 

legales y los designados por las personas jurídicas pueden ser 

designados como responsables solidarios. 

 

- Decreto Supremo N° 041-2006-EF, mediante el cual se dictaron 

disposiciones sobre las condiciones de “no hallado” y de “no habido” 

para efectos tributarios respecto de la SUNAT. 

 

1.2. Instancia de apelación (segunda instancia) 

 

Con fecha 06/01/2015, el recurrente interpuso recurso de apelación contra la RI, 

que declaró infundado el recurso de reclamación formulado contra la RD de 

atribución de responsabilidad solidaria. 

 

1.2.1. Fundamentos de hecho del recurso de apelación 

 

El recurrente fundamentó su recurso de apelación en los siguientes hechos: 

 

- Que, se reafirmó en todos los argumentos expuestos en la etapa de 

reclamación. 

 



- Que, mediante escrito de alegatos de fecha 13/03/2015, señaló que la 

actividad económica principal de la Empresa era la de “contact center” 

o “call center” y que el 90% de sus ingresos provenían de los servicios 

que prestaba a clientes domiciliados en Ecuador. 

 

Sostiene que la administración tributaria de Ecuador le retuvo 

indebidamente el 25% de la renta generada en dicho país y que la 

SUNAT también gravó la renta generada producto de sus operaciones 

comerciales en Ecuador, produciéndose así una doble imposición 

internacional. 

 

Menciona que este problema se originó porque la administración 

tributaria de Ecuador ha aplicado indebidamente el artículo 14° de la 

Decisión 578, según el cual, las rentas obtenidas por empresas de 

servicios profesionales, técnicos, de asistencia técnica y consultoría, 

serán gravables sólo en el País Miembro en cuyo territorio se produzca 

el beneficio de tales servicios, salvo prueba en contrario, se presume 

que el lugar donde se produce el beneficio es aquél en el que se imputa 

y registra el correspondiente gasto. 

 

Sin embargo, indica que el citado artículo no le resulta aplicable, debido 

a que los servicios que presta la Empresa no se enmarcan dentro de los 

servicios profesionales, consultoría, ni servicios técnicos o de asistencia 

técnica, sino que le resulta aplicable lo dispuesto por el inciso a) del 

artículo 6° de la Decisión 578, que establece que los beneficios 

resultantes de las actividades empresariales sólo serán gravables por 

el País Miembro en donde éstas se hubieren efectuado, siendo que se 

considerará, entre otros casos, que una empresa realiza actividades en 

el territorio de un País Miembro cuando en éste tiene una oficina o lugar 

de administración o dirección de negocios. 

 

Afirma que esta situación le ha causado a la Empresa un grave 

problema de falta de liquidez. 

 

- Que, de otro lado, alega que mediante junta general de accionistas de 

fecha 10/01/2013, se adoptaron los siguientes acuerdos: (i) aprobar la 

disolución de la Empresa en virtud de la causal de disolución prevista 

en el numeral 8 del artículo 407° de la Ley General de Sociedades 

(“LGS”); (ii) aprobar el periodo de liquidación; (iii) determinar en uno el 

número de liquidadores de la Empresa; (iv) designar al liquidador; (v) 

disponer que el liquidador comunique a las autoridades competentes el 

acuerdo de liquidación, incluyendo a la SUNAT; (vi) disponer que el 

liquidador asuma sus facultades según el artículo 143° de la LGS; (vii) 

se acordó el cese de las funciones del gerente general de la Empresa; 

y (viii) cambiar la denominación social de la Empresa, agregándosele 

“en liquidación”. 

 



Posteriormente, mediante junta general de accionistas de fecha 

15/07/2013, se adoptaron los siguientes acuerdos: (i) aprobar la 

Memoria, Balance Final de Liquidación y el Estado de Ganancias y 

Pérdidas reflejado en los informes a cargo del liquidador; (ii) declarar 

concluido el proceso de liquidación de la Empresa; (iii) aprobar la 

publicación de los Estados Financieros; y (iv) aprobar la inscripción de 

la extinción de la Empresa en la Partida N° 12852205 del Registro de 

Personas Jurídicas de la SUNARP. 

 

- Que, arguye que el Balance Final de Liquidación al 30/06/2013, arrojó 

que la Empresa no tenía activos y que sus pasivos ascendían a                

S/ 1’494,617.93, quedando un patrimonio negativo del mismo importe. 

 

- Que, señala que la Empresa no tiene activos con los cuales hacer frente 

a las obligaciones tributarias pendientes de pago, supuesto que difiere 

del de la atribución de responsabilidad solidaria. 

 

- Que, por los fundamentos de hecho expuestos, solicitó que se declare 

la nulidad de la RI. 

 

1.2.2. Fundamentos de derecho del recurso de apelación 

 

El recurrente fundamentó su recurso apelación en las siguientes normas 

legales y otras disposiciones: 

 

- Artículo 11° del CT, que regula el domicilio fiscal. 

 

- Numeral 2 del artículo 16° del CT, que dispone que los representantes 

legales y los designados por las personas jurídicas pueden ser 

designados como responsables solidarios. 

 

Artículo 109° del CT, que regula las causales de nulidad y de 

anulabilidad de los actos emitidos por la administración tributaria. 

 

- Artículos 132° y 135° del CT, que regula la facultad para interponer 

reclamaciones y los actos reclamables. 

 

- Decreto Supremo N° 041-2006-EF, mediante el cual se dictaron 

disposiciones sobre las condiciones de “No Hallado” y de “No Habido” 

para efectos tributarios respecto de la SUNAT. 

 

- Numeral 8 del artículo 407° de la LGS, que regula una de las causales 

de disolución de la sociedad. 

 

- Artículo 413° de la LGS, que establece disposiciones generales para el 

proceso de liquidación de la sociedad. 

 



- Artículos 6° y 14° de la Decisión 578, que regulan los beneficios 

empresariales y los beneficios empresariales por la prestación de 

servicios, servicios técnicos, asistencia técnica y consultoría. 

 

1.2.3. Medios probatorios ofrecidos por el recurrente 

 

El recurrente ofreció como medios probatorios los siguientes documentos: 

 

- Copia del Documento Nacional de Identidad del recurrente. 

 

- Copia de la RI. 

 

- Contrato de subarrendamiento de fecha 01/01/2012 celebrado entre 

Inversiones Inmobiliarias Lynx S.A.C. y Tellus Perú S.A.C. 

 

- Carta Notarial de fecha 03/10/2012 remitida por Inversiones 

Inmobiliarias Lynx S.A.C. a Tellus Perú S.A.C. 

 

- Acta de Conciliación N° 1813 de fecha 15/08/2012 firmada por 

Inversiones Inmobiliarias Lynx S.A.C. y Tellus Perú S.A.C. 

 

- Facturas 001 N° 000018 y 000019 emitidas por Inversiones 

Inmobiliarias Lynx S.A.C. 

 

- Minuta de acuerdo de extrajudicial de reconocimiento de deuda y de 

formalización de garantía suscrita por Inversiones Inmobiliarias Lynx 

S.A.C. y Tellus Perú S.A.C.  

 

- Minuta de acuerdo extrajudicial respecto a la entrega de posesión de un 

inmueble y de constitución de depósito suscrita por Inmobiliarias Lynx 

S.A.C. y Tellus Perú S.A.C. 

 

- Inventarios de diversos bienes de fecha 18/01/2013. 

 

- Acta de Junta General de Accionistas de fecha 10/01/2013. 

 

- Copia certificada del Acta de Junta General de Accionistas de fecha 

15/07/2013. 

 

1.2.4. RTF N° 06698-8-2015  

 

Con fecha 09/07/2015, la Sala 8 del Tribunal Fiscal del Ministerio de 

Economía y Fianzas, Sala Especializada en Tributos Internos – SUNAT 

Regiones y otros tributos, revocó la RI apelada y dejó sin efecto la RD de 

atribución de responsabilidad solidaria. 

 

 

 



1.2.5. Fundamentos de hecho expuestos en la RTF N° 06698-8-2015  

 

El Tribunal Fiscal fundamentó la RTF N° 06698-8-2015 en los siguientes 

hechos: 

 

- Que, conforme la jurisprudencia del Tribunal Fiscal recaída en las RTF 

N° 07254-2-2005, 06749-2-2006 y 00232-3-2010, para imputar 

responsabilidad solidaria a los representantes legales es necesario 

verificar las siguientes situaciones: (i) si tenían tal calidad en los 

periodos acotados por los que se les atribuye responsabilidad solidaria; 

(ii) si se encontraban encargados y/o participaban en la determinación 

y pago de tributos por tales periodos; y (iii) si el incumplimiento de las 

obligaciones tributarias a cargo de la aludida empresa se debió a que el 

recurrente actuó con dolo, negligencia grave o abuso de facultades. 

 

- En relación a la condición de representante legal de la Empresa; el 

Tribunal Fiscal señala que de la revisión de la copia simple de la Partida 

Registral 12852205 se advierte que el recurrente tuvo la condición de 

gerente general de la Empresa según Escritura Pública de fecha 

25/05/2012, siendo que el título fue presentado el 29/05/2012. 

Asimismo, del Asiento D0001 de la citada partida registral, se observa 

que por Junta General de Accionistas de fecha 05/04/2013 se acordó la 

disolución y liquidación de la Empresa, nombrándose al liquidador y que 

el título fue presentado el 22/04/2013. 

 

De conformidad con los artículos 14°, 413° y 415° de la LGS, el 

recurrente tuvo la condición de representante legal de la Empresa desde 

el mes de mayo de 2012 hasta el 04/04/2013, lo cual concuerda con lo 

señalado en el Informe N° 144-2014-SUNAT/6E2220, que sustenta la 

emisión de la RD; sin embargo no resulta correcto lo afirmado por la 

SUNAT respecto a que el recurrente mantuvo la condición de 

representante legal hasta el 18/07/2014, fecha de elaboración del citado 

informe. 

 

En ese sentido, el recurrente no tuvo la condición de representante legal 

por los periodos marzo a setiembre de 2013, por lo que no cabe 

atribuirle responsabilidad solidaria respecto a la deuda tributaria 

contenida en las OPs N° 023-001-5643954 a 023-001-5643960, 

emitidas por las cuotas del ITAN de marzo a setiembre de 2013 y en la 

RM N° 023-002-0953060 girada por la comisión de la infracción 

tipificada en el numeral 1 del artículo 176° del CT vinculada a la no 

presentación en el plazo establecido de la declaración del IG V de marzo 

de 2013, cuya fecha de infracción fue el 17/04/2013, por lo que se 

revoca la RI en dicho extremo. 

  

- En relación a la administración o disposición de los recursos de la 

Empresa; el Tribunal Fiscal indica que de acuerdo con los artículos 188° 

y 190° de la LGS, el gerente general es responsable por la existencia, 



regularidad y veracidad de los sistemas y registros de contabilidad, y 

que está a cargo de la administración ordinaria de la sociedad, por lo 

que sus funciones comprenden también el cumplimiento de las 

obligaciones tributarias de cargo de la Empresa, agregando que similar 

criterio se adoptó a través de la RTF N° 02723-2-2004. 

 

Por tanto, habiéndose determinado que el recurrente tenía calidad de 

gerente general de la Empresa desde mayo de 2012 hasta el 

04/04/2013 y estando a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 16° 

del CT y los artículos 188° y 190° de la LGS, el recurrente se encontraba 

encargado de la determinación y pago de las obligaciones tributarias, 

no habiéndose acreditado en autos lo contrario, por lo que se deberá 

analizar si el incumplimiento de dichas obligaciones a cargo de la 

Empresa se debió a que el recurrente actuó con dolo, negligencia grave 

o abuso de facultades. 

 

- En relación a si el incumplimiento de las obligaciones tributarias a cargo 

de la Empresa ocurrió por dolo, negligencia grave o abuso de facultades 

del representante legal; el Tribunal Fiscal menciona que mediante RD 

la SUNAT atribuyó responsabilidad solidaria al recurrente respecto de 

diversas deudas tributarias de la Empresa, tales como la contenida en 

la  OP N° 023-001-5679036 emitida por el IR del ejercicio y la RM N° 

023-002-1095810 girada por la comisión de la infracción tipificada en el 

numeral 1 del artículo 176° del CT, vinculada con la no presentación en 

el plazo establecido de la declaración jurada del Impuesto a la Renta del 

ejercicio 2012. 

 

Que, en la RD N° 023-004-0000127, la SUNAT señaló que atribuyó 

responsabilidad solidaria al recurrente por existir dolo, negligencia grave 

o abuso de facultades por mantener la Empresa la condición de “No 

Habido” a partir del 02/05/2013, único supuesto en el que sustentó dicha 

situación. 

 

Que, sin embargo, no se aprecia que la Empresa tuviera la condición de 

“No Habido” con anterioridad al 02/05/2013, ni tampoco se encuentra 

acreditado ninguna otra situación que determine que el recurrente actuó 

con dolo, negligencia grave o abuso de facultades con anterioridad a 

dicha fecha (02/05/2013). Asimismo, aun cuando la calidad de “No 

Habido” de la Empresa habría sido correcta, no corresponde señalar 

que el recurrente actuó con dolo, negligencia grave o abuso de 

facultades  a partir del 02/05/2013, ya que en dicha fecha no tenía la 

calidad de gerente general. 

 

Teniendo en cuenta lo expuesto, no se encuentra acreditado que la 

recurrente hubiera actuado con dolo, negligencia grave o abuso de 

facultades respecto de las obligaciones tributarias contenidas en la OP 

N° 023-001-5679036 emitida por el IR del ejercicio y la RM N° 023-002-

1095810 girada por la comisión de la infracción tipificada en el numeral 



1 del artículo 176° del CT, vinculada con la no presentación en el plazo 

establecido de la declaración jurada del IR del ejercicio 2012, por lo que 

el Tribunal Fiscal revocó la RI en dicho extremo. 

 

En consecuencia, concluye el Tribunal Fiscal que la atribución de 

responsabilidad solidaria efectuada por la SUNAT mediante la  RD no 

se encuentra arreglada a ley, con relación a las OPs N° 023-001-

5643954 a 023-001-5643960 y 023-001-5679036, emitidas por la 

reliquidación de las cuotas del ITAN de marzo a setiembre de 2013 y la 

reliquidación de la declaración jurada del IR del ejercicio 2012, y las 

RMs N° 023-002-0953060 y 023-002-1095810, emitidas por la comisión 

de la infracción tipificada en el numeral 1 del artículo 176° del CT, por 

no presentar dentro del plazo establecido las declaraciones juradas del 

IR del ejercicio 2012 y del IGV del periodo marzo 2013, por lo que debe 

dejarse sin efecto dicho valor (RD N° 023-004-0000127). 

 

- Que, en relación a lo afirmado por la SUNAT respecto a que 

corresponde atribuir responsabilidad solidaria al recurrente 

independientemente del nacimiento de la obligación tributaria del IR del 

ejercicio 2012, ya que a la fecha en que la Empresa tuvo la condición 

de “No Habido”, aquél tenía la gestión de la Empresa en su calidad de 

gerente general y era responsable de la cancelación de las deudas 

tributarias de la empresa, citando como respaldo de dicha afirmación la 

Directiva N° 011-99-SUNAT y el Informe N° 339-2003-SUNAT/2B0000, 

el Tribunal Fiscal acota que a la fecha en que la SUNAT calificó a la 

Empresa como “No Habido”, el recurrente ya no se desempeñaba como 

representante legal, por lo que carece de sustento lo alegado por la 

SUNAT sobre el particular, además a efectos de la atribución de 

responsabilidad solidaria se debe atender al criterio establecido en las 

RTFs N° 07254-2-2005, 06749-2-2006 y 00232-3-2010; finalmente, el 

Tribunal Fiscal precisa que el Informe N° 339-2003-SUNAT/2B0000 

citado por la SUNAT, no resulta vinculante para el colegiado, sino solo 

para los órganos de la SUNAT de acuerdo con el artículo 94° del CT. 

 

En ese sentido, el Tribunal Fiscal indica que carece de relevancia 

pronunciarse sobre los demás argumentos planteados por el recurrente 

en su recurso de apelación. 

 

1.2.6. Fundamentos de derecho expuestos en la RTF N° 06698-8-2015  

 

El Tribunal Fiscal fundamentó la RTF N° 06698-8-2015 en las siguientes 

normas legales: 

- Numeral 2 del artículo 16° del CT, que dispone que los representantes 

legales y los designados por las personas jurídicas pueden ser 

designados como responsables solidarios. 

- Artículo 94° del CT, que regula el procedimiento de consultas dirigidas 

a la SUNAT. 



- Artículo 14° de la LGS, que regula el nombramiento, poderes e 

inscripción de los representantes de la sociedad. 

- Artículo 188° de la LGS, que regula las atribuciones del gerente general. 

- Artículo 190° de la LGS, que regula la responsabilidad del gerente 

general ante la sociedad, accionistas y terceros. 

- Artículo 413° de la LGS, que prevé disposiciones generales sobre el 

proceso de liquidación de la sociedad. 

- Artículo 415° de la LGS, que regula el término de las funciones de los 

liquidadores. 

 

2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

DEL EXPEDIENTE 

 

2.1. El derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales 

 

De la revisión del expediente, se aprecia que la RI que declaró infundada la 

reclamación interpuesta por el recurrente contra la RD de atribución de 

responsabilidad solidaria no se encuentra debidamente motivada, por lo que, a 

continuación, desarrollaré qué es el derecho a la debida motivación. 

 

El artículo 139° de la Constitución Política del Perú, en su inciso 3, establece que 

son principios y derechos de la función jurisdiccional la observancia del debido 

proceso y la tutela jurisdiccional. 

 

En relación a la tutela judicial efectiva, el Tribunal Constitucional ha señalado lo 

siguiente: 

 

(…) la tutela judicial efectiva supone tanto el derecho de acceso a los órganos de 

justicia como la eficacia de lo decidido en la sentencia, es decir, una concepción 

garantista y tutelar que encierra todo lo concerniente al derecho de acción frente al 

poder – deber de la jurisdicción, (…). (STC N° 9727-2005-PHC/TC, FJ 7, 2006) 

En relación al debido proceso, el Tribunal Constitucional ha manifestado lo 

siguiente: 

 

(…) el derecho al debido proceso, en cambio, significa la observancia de los 

derechos fundamentales esenciales del procesado, principios y reglas esenciales 

exigibles dentro del proceso como instrumento de tutela de derechos subjetivos. El 

debido proceso tiene, a su vez, dos expresiones: una formal y otra sustantiva; en la 

de carácter formal, los principios y reglas que lo integran tienen que ver con las 



formalidades estatuidas, tales como las que establecen el juez natural, el 

procedimiento preestablecido, el derecho de defensa, la motivación; en su faz 

sustantiva, se relaciona con los estándares de justicia como son la razonabilidad y 

proporcionalidad que toda decisión judicial debe suponer. (STC N° 9727-2005-

PHC/TC, FJ 7, 2006) 

El Tribunal Constitucional ha reconocido que el derecho al debido proceso y a la 

tutela jurisdiccional, previstos en inciso 3 del artículo 139° de la Constitución Política 

resultan aplicables a los procedimientos administrativos:  

 

Que este Colegiado considera oportuno precisar que el Debido Proceso 

Administrativo, supone en toda circunstancia el respeto por parte de la 

administración pública de todos aquellos principios y derechos normalmente 

invocados en el ámbito de la jurisdicción común o especializada y a los que se 

refiere el artículo 139° de la Constitución del Estado (verbigracia; jurisdicción 

predeterminada por la ley, derecho de defensa, pluralidad de instancia, cosa 

juzgada, etc.). (STC N° 026-97-AA/TC, FJ 4, 1998) 

De otro lado, el Tribunal Constitucional ha definido el derecho a la debida motivación 

como sigue: 

 

 El derecho a la debida motivación de las resoluciones importa que los jueces, 

al resolver las causas, expresen las razones o justificaciones objetivas que los 

llevan a tomar una determinada decisión. Esas razones, por lo demás, pueden y 

deben provenir no sólo del ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, sino 

de los propios hechos debidamente acreditados en el trámite del proceso. (…). 

(STC 01480-2006-AA/TC, FJ 2, 2006) 

Dentro del contenido del derecho a la debida motivación, el Tribunal Constitucional 

ha precisado que el contenido constitucionalmente garantizado del referido 

derecho, queda delimitado a, entre otros, los supuestos de inexistencia de 

motivación o motivación aparente, y deficiencias en la motivación externa; 

justificación de las premisas. 

 

En relación a la inexistencia de motivación o motivación aparente, el Tribunal 

Constitucional ha señalado que: 

 



El control de la motivación también puede autorizar la actuación del juez 

constitucional cuando las premisas de las que parte el Juez no han sido 

confrontadas o analizadas respecto de su validez fáctica o jurídica. Esto ocurre por 

lo general en los casos difíciles, como los identifica Dworkin, es decir, en aquellos 

casos donde suele presentarse problemas de pruebas o de interpretación de 

disposiciones normativas. (…) El control de la justificación externa del razonamiento 

resulta fundamental para apreciar la justicia y razonabilidad de la decisión judicial 

en el Estado democrático, porque obliga al juez a ser exhaustivo en la 

fundamentación de su decisión y a no dejarse persuadir por la simple lógica formal. 

(…) (STC N° 00728-2008-PHC/TC, FJ 7, 2008) 

En relación a la inexistencia de motivación o motivación aparente, el Tribunal 
Constitucional ha manifestado lo siguiente: 
 

Está fuera de toda duda que se viola el derecho a una decisión debidamente 

motivada cuando la motivación es inexistente o cuando la misma es solo aparente, 

en el sentido de que no da cuenta de las razones mínimas que sustentan la 

decisión o de que no responde a las alegaciones de las partes del proceso, o 

porque solo intenta dar un cumplimiento formal al mandato, amparándose en frases 

sin ningún sustento fáctico o jurídico. (STC N° 00728-2008-PHC/TC, FJ 7, 2008) 

Conforme con la doctrina jurisprudencial antes citada, se puede concluir que el 

derecho a la debida motivación es uno de los derechos que componen el derecho 

al debido proceso en su expresión formal y que es plenamente aplicable a los 

procedimientos administrativos. El derecho a la debida motivación importa que los 

jueces al resolver las causas expresen las razones o justificaciones objetivas que 

los llevan a adoptar una determinada decisión, las que debe provenir no solo del 

ordenamiento jurídico y de los hechos acreditados en el proceso, siendo además 

que el Tribunal Constitucional ha reconocido que el contenido constitucionalmente 

garantizado del derecho en mención, queda delimitado a, entre otros, los supuestos 

de inexistencia de motivación o motivación aparente, y deficiencias en la motivación 

externa; justificación de las premisas.  

 

Teniendo en cuenta lo expuesto, de la revisión de la RI, se aprecia que ésta no se 

encuentra debidamente motivada por cuanto en ella se observa una inexistencia de 

motivación o una motivación aparente, asimismo, se han identificado deficiencias 

en la motivación externa; justificación de las premisas, por lo que se colige que ésta 

carece de una debida motivación. 



2.2. La duración de la condición de representante legal de una sociedad para 

efectos de la atribución de responsabilidad solidaria en materia tributaria 

 

Según la jurisprudencia del Tribunal Fiscal antes citada (07254-2-2005, 06749-2-

2006 y 00232-3-2010) uno de los primeros aspectos que se debe de analizar para 

imputar responsabilidad solidaria a los representantes legales de las personas 

jurídicas (entre ellas, las sociedades) es si éstos tenía tal calidad durante los 

periodos acotados, por lo que, como punto de partida para el análisis de la legalidad 

de la atribución de responsabilidad solidaria, esta situación debe analizarse con 

suma cautela. 

 

Al respecto, se debe tener en cuenta que el directorio junto con la gerencia son los 

órganos encargados de la administración de la sociedad2. 

 

Según Enrique Elías Laroza, la diferencia entre las facultades de administración del 

directorio y de la gerencia, radica en lo siguiente: 

 

“(…) mientras la labor del directorio se relaciona con la adopción de las decisiones 

políticas y administrativas más importantes, el trabajo de la gerencia se circunscribe 

a la ejecución de los actos que exigen la correcta conducción de los negocios.” (Elías 

Laroza, 2015, pág. 652) 

En cuanto a la designación del gerente, el artículo 185° de la LGS establece que la 

sociedad puede contar con uno o más gerentes designados por el directorio, salvo 

que el estatuto reserve dicha facultad a la junta general, asimismo, cuando se 

designe un solo gerente, éste será el gerente general y cuando se designe a más 

de un gerente, debe indicarse en cuál o cuáles recae el título de gerente general, 

siendo que falta de tal indicación, se considerará gerente general al designado en 

primer lugar. 

 

Como se puede apreciar, la LGS ha previsto que como mínimo la sociedad designe 

a un gerente, sin señalar un número máximo, pudiendo presentarse, por tanto, los 

siguientes escenarios: (i) que se designe un solo gerente, en cuyo caso, éste será 

el gerente general; (ii) que se designe a un solo gerente general y a uno o varios 

gerentes; o (iii) que se designe a varios gerentes generales y a uno o varios 

gerentes. El nombramiento de uno o más gerentes, obedecerá a lo que resulte más 

conveniente para la administración de la sociedad. 

 

En relación a las atribuciones del gerente general, el autor anteriormente citado, 

señala que el artículo 188° de la LGS señala las facultades mínimas del o de los 

gerentes generales para la correcta administración de la sociedad3, entre las cuales 

                                                           
2  Salvo lo dispuesto en el artículo 247° de la LGS, según el cual, en caso en el pacto social o en el estatuto 

de la sociedad se haya establecido que ésta no tenga directorio, todas las funciones previstas en la ley 
para dicho órgano societario serán ejercidas por el gerente general. 

3   
 



se encuentran la de representar a la sociedad, con las facultades generales y 

especiales previstas en el Código Procesal Civil y las facultades previstas en la Ley 

de Arbitraje. 

 

De otro lado, el segundo párrafo del artículo 416° de la LGS dispone que por el solo 

hecho del nombramiento de los liquidadores, éstos ejercen la representación 

procesal de la sociedad con las facultades generales y especiales previstas en las 

normas procesales pertinentes, de acuerdo con las estipulaciones o limitaciones 

impuestas por el estatuto, pacto social, los convenios entre accionistas inscritos 

ante la sociedad y los acuerdo de la junta general. 

 

Respecto al nombramiento, los poderes e inscripción de los liquidadores y de  

cualquier representante de la sociedad, el artículo 14° de la LGS prevé que el 

nombramiento, así como el otorgamiento de poderes por la sociedad, surte efectos 

desde su aceptación expresa o desde que las referidas personas desempeñan la 

función o ejercer tales poderes. Agrega el citado artículo, que estos actos o 

cualquier revocación, renuncia, modificación o sustitución de las mencionadas 

personas o de sus poderes, deben inscribirse dejando constancia del nombre y 

documento de identidad del designado o representante. Asimismo, el anotado 

artículo prevé que las inscripciones se realizarán en el Registro del lugar del 

domicilio de la sociedad por mérito de copia certificada de la parte pertinente del 

acta donde conste el acuerdo válidamente adoptado por el órgano social pertinente. 

 

Sobre el particular, conforme al autor citado precedentemente4, el artículo 14° de la 

LGS, en lo referido a los efectos del nombramiento y el otorgamiento de poderes 

por la sociedad, prevé que la aceptación por parte del sujeto designado como 

representante legal o como apoderado, puede ser expresa o tácita, siendo que 

desde el momento en que se verifique la referida aceptación, su nombramiento 

como representante legal u otorgamiento de poderes, surtirá efectos legales. 

 

En cuanto a la duración del cargo de gerente general; el artículo 186° de la LGS 

establece que la duración del cargo de gerente es por tiempo indefinido, salvo 

disposición en contrario del estatuto o que la designación se haga por un plazo 

determinado; el artículo 187° de la LGS prevé que el gerente puede ser removido 

en cualquier momento por el directorio o por la junta general, cualquiera sea el 

                                                           
 El artículo 188 busca solamente ser una norma supletoria de la voluntad privada. Nada obsta 

para que la junta general o el directorio, según corresponda, otorguen al gerente general facultades 

más amplias o limiten el ejercicio de algunas de las facultades establecidas en el artículo bajo 

comentario. (Elías Laroza, 2015, pág. 659) 

4   
 Es importante señalar que la aceptación, en forma expresa o tácita, guarda concordancia con lo 

establecido por el artículo 141 del Código Civil, que considera que hay aceptación tácita cuando la 

voluntad se infiere indubitablemente de la actitud o del comportamiento del aceptante. (Elías Laroza, 

2015, pág. 110) 



órgano del que haya emanado su nombramiento; y el artículo 413° de la LGS 

dispone que disuelta la sociedad se iniciar el proceso de liquidación, agregando en 

su cuarto párrafo que, desde el acuerdo de disolución cesa la representación de, 

entre otros,  los directores y gerentes y representantes en general, asumiendo los 

liquidadores las funciones que les corresponden conforme a ley, al estatuto, al pacto 

social, a los convenios entre accionistas inscritos ante la sociedad y a los acuerdo 

de la junta general. 

 

Teniendo en cuenta lo expuesto, el nombramiento del gerente general resultará 

eficaz desde la fecha que el sujeto designado manifiesta su aceptación o desde la 

fecha en que desempeña su función o ejercer los poderes otorgados, hasta la 

comunicación de su renuncia, hasta que se cumpla el plazo señalado por el estatuto 

o que su designación se haya hecho por un plazo definido, por decisión del 

directorio o de la junta general, según sea el caso, o hasta el acuerdo de disolución. 

En consecuencia, no resultará arreglado a ley que la SUNAT pretenda atribuir 

responsabilidad solidaria al gerente general de una determinada sociedad, sin tener 

en cuenta lo previsto en los artículos 14°, 186°, 187° y 413° de la LGS. 

 

2.3. La extinción de un contribuyente para efectos de la atribución de la 

responsabilidad solidaria en materia tributaria 

 

Dentro de los argumentos de defensa planteados por el recurrente en etapa de 

apelación, éste señaló que mediante junta general de accionistas de fecha 

10/01/2013, se adoptó, entre otros, el acuerdo de disolver la sociedad; asimismo 

que, mediante junta general de accionistas de fecha 15/07/2013 se adoptó, entre 

otros, el acuerdo de inscribir la extinción de la sociedad en los Registros Públicos.  

 

De acuerdo con el artículo 6° de la LGS, la sociedad adquiere personalidad jurídica 

desde su inscripción en el Registro y la mantiene hasta que se inscribe su extinción. 

 

Según el artículo 413° de la referida ley, disuelta la sociedad se inicia el proceso de 

liquidación siendo que la sociedad disuelta conserva su personalidad jurídica 

mientras dura el proceso de liquidación hasta que se inscriba la extinción en el 

Registro. 

 

Para la doctrina nacional: 

 

(…) el elemento formal requerido para que el ordenamiento jurídico le reconozca 

personalidad jurídica a la persona jurídica de derecho privado es la inscripción en el 

registro, salvo disposición distinta de la ley. Así, la persona jurídica será un sujeto 

de derechos y deberes distinto de los miembros que la componen desde el día de 

su inscripción, por lo que es recién desde ese momento que tendrá existencia para 

el Derecho. (De Belaunde López de Romaña, et al., 2010, pág. 3861) 



Conforme a las normas citadas y a la doctrina consultada, tenemos que la sociedad, 

tendrá personalidad jurídica, esto es, será sujeto de derechos y obligaciones, y por 

tanto, tendrá existencia para el Derecho, individualmente de las personas (naturales 

o jurídicas) que la integren, desde su inscripción en el Registro de Personas 

Jurídicas, hasta la inscripción de su extinción en el mismo registro, lo que, incluso, 

ya  había sido reconocido por la jurisprudencia, específicamente, en la 

jurisprudencia judicial: 

 

El artículo 6 de la Ley General de Sociedades, preceptúa que la sociedad 

adquiere personalidad jurídica desde su inscripción en el registro y la mantiene 

hasta su extinción. Es decir, la personalidad jurídica que tienen dichos entes ideales 

(personas jurídicas), es la que determina su capacidad para actuar como sujetos de 

derecho y se le reconozca como tal hasta su extinción. (Cas. N° 2821-2005 Lima, 

2006) 

Teniendo en cuenta lo expuesto, la inscripción en los Registros Públicos la extinción 

de la sociedad conlleva a la pérdida de su personalidad jurídica, lo que a su vez 

implica que ésta también pierda su calidad de deudor tributario, esto es, sujeto de 

derechos y obligaciones tributarias5, sin embargo, ello no significará que la SUNAT 

se encuentre impedida de atribuir responsabilidad solidaria a su representante legal, 

durante el periodo  en que éste desempeñó dicha función, acreditando para tal 

efecto que actuó con dolo, negligencia grave o abuso de facultades. 

 

2.4. La doble imposición internacional 

 

Uno de los problemas jurídicos que se desprende del procedimiento contencioso – 

tributario seguido en el presente expediente, y que además formó parte de los 

argumentos de defensa esgrimidos por el recurrente en etapa de reclamación y en 

apelación, es la doble imposición internacional que puede acontecer con ocasión 

de la prestación de servicios (call center) entre dos Países Miembros de la 

Comunidad Andina de Naciones (CAN) (Perú y Ecuador). 

 

Al respecto, es necesario previamente hacer una serie de precisiones de carácter 

técnico, para posteriormente efectuar el análisis correspondiente. 

 

El contenido del Derecho Tributario Internacional, según Ester Borderas y Pere 

Moles, es el siguiente: 

 

                                                           
5  Esta interpretación ha sido adoptada por diversa jurisprudencia del Tribunal Fiscal, como las 

Resoluciones N° 14817-4-2012, 08557-9-2013, 00490-11-2019, entre otras. 



 “(…) un conjunto de normas jurídicas tanto internas como internacionales que 

regulan los aspectos tributarios de las relaciones económicas y sociales que 

incluyen algún elemento de internacionalidad.” (Borderas & Moles, 2008, pág. 17) 

Asimismo, los citados autores señalan que existe una dualidad de fuentes respecto 

al Derecho Tributario Internacional, a saber: (i) el Derecho Tributario Interno; y (ii) 

el Derecho Comunitario y los Tratados Internacionales. 

 

Respecto de esta segunda fuente de Derecho Tributario Internacional, Carlos María 

López Espadafor menciona lo siguiente: 

 

De un lado, se encuentra la perspectiva del Derecho internacional convencional, 

es decir, la relativa a los convenios internacionales que afectan a esta materia. De 

otro, nos encontramos con la del Derecho comunitario europeo, donde junto al 

Derecho comunitario originario, nos encontramos con el Derecho comunitario 

derivado. El primero de estos dos, el Derecho comunitario originario, está 

compuesto por Tratados, por lo que en su esencia podría encuadrarse dentro del 

Derecho Internacional convencional (…) Por otra parte, el Derecho comunitario 

derivado está compuesto por los actos normativos de las instituciones comunitarias. 

(López Espadafor, 2010, pág. 15 y 16) 

Ahora bien, nuestra  Constitución Política en sus artículos 55° y 56°, establece que 

los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del derecho nacional, 

asimismo, que los tratados deben ser aprobados por el Congreso antes de su 

ratificación por el Presidente de la República, entre otras materias, siempre que 

creen, modifiquen o supriman tributos. 

 

Siguiendo el procedimiento antes descrito, el Perú ha celebrado el Acuerdo de 

Cartagena o Acuerdo de Integración Subregional Andino, instrumento constitutivo 

de la Comunidad Andina, y sus Protocolos e Instrumentos Adicionales, y el Tratado 

de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y sus Protocolos 

Modificatorios. 

 

El artículo 3° del Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad 

Andina, prevé que las Decisiones del Consejo Andino de Ministros de Relaciones 

Exteriores o de la Comisión y las Resoluciones de la Secretaría General serán 

directamente aplicables en los Países Miembros a partir de la fecha de su 

publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo, a menos que las mismas señalen una 

fecha posterior. Cuando su texto así lo disponga, las Decisiones requerirán de 

incorporación al derecho interno, mediante acto expreso en el cual se indicará la 

fecha de su entrada en vigor en cada País Miembro. 



Teniendo en cuenta el marco jurídico antes expuesto, al haber el Perú celebrado 

entre otros, el Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad 

Andina6, que constituye fuente de derecho tributario internacional, esto es, derecho 

comunitario originario, las Decisiones emitidas por el Consejo Andino de Ministros 

de Relaciones Exteriores o de la Comisión, es decir, el derecho comunitario 

derivado, en aplicación del artículo 3° del Tratado de Creación del Tribunal de 

Justicia de la Comunidad Andina, son de aplicación directa en el país a partir de la 

fecha de su publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo. 

 

En relación al principio de aplicación inmediata de la norma comunitaria, recogido 

expresamente por el artículo 3° del Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de 

la Comunidad Andina, resulta importante recordar lo que el maestro Javier Luque 

Bustamante apunta7: 

 

Por el principio de aplicación inmediata (o de aplicabilidad directa), una vez que 

la norma comunitaria entra en vigencia, se integra automáticamente a la 

normatividad nacional de los países miembros de la UE, sin que se requiera para 

ello algún tipo de formalidad tal como ratificación, homologación, introducción, 

exequátor o cualquier otro protocolo especial jurisdiccional o legislativo que pueda 

establecerse en la legislación interna de los estados miembros. En tal sentido, el 

Derecho comunitario es plenamente aplicable en el ámbito del derecho positivo 

nacional en forma automática ya que se integra a éste automáticamente con su 

entrada en vigencia. (Luque Bustamante & Caiña Vela, 2020, pág. 94) 

Abordando el caso materia de análisis, tenemos que el artículo 3° de la Decisión 

7588, establece que independientemente de la nacionalidad o domicilio de las 

personas9, las rentas de cualquier naturaleza que éstas obtuvieren, sólo serán 

gravables en el País Miembro en el que tales rentas tengan su fuente productora10, 

salvo los casos de excepción previstos en la Decisión. 

 

Agrega el referido artículo que los demás Países Miembros que, de conformidad 

con su legislación interna, se atribuyan potestad de gravar las referidas rentas, 

deberán considerarlas como exoneradas, para los efectos de la correspondiente 

determinación del impuesto a la renta o sobre el patrimonio. 

                                                           
6   Integrado en la actualidad por los países de Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú. 
7   Junto a este principio, el referido jurista menciona que son de igual relevancia los principios de primacía 

de la norma comunitaria y el de efecto directo de la norma comunitaria. 
8  Al haber sido publicada la Decisión 578 el 05/05/2004 en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena 

N° 1063, conforme al del artículo 3° del Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina, ésta entró en vigencia el 01/01/2005. 

9  Según el artículo 2° de la Decisión 578, el término “persona” sirve para designar a una persona moral o 
jurídica. 

10   Según el artículo 2° de la Decisión 578, el término “fuente productora” se refiere a la actividad, derecho 
o bien que genere o pueda generar una renta. 



 

El artículo 6° de la citada Decisión prevé que los beneficios resultantes de las 

actividades empresariales11 sólo serán gravables por el País Miembro donde éstas 

se hubieren efectuado. 

 

Por su parte, el artículo 14° de la referida decisión dispone que las rentas obtenidas 

por empresas de servicios profesionales, técnicos, de asistencia técnica y 

consultoría, serán gravables sólo en el País Miembro en cuyo territorio se produzca 

el beneficio de tales servicios. Salvo prueba en contrario, se presume que el lugar 

donde se produce el beneficio es aquél en el que se imputa y registra el 

correspondiente gasto. 

 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la CAN (TJCA), el artículo 

3° de la Decisión 578 recoge el principio de la fuente productora: 

 

“(…) el principio de la fuente productora ampara al País Miembro donde se 

genere la riqueza, es decir pretende que sólo el país donde se den los medios para 

producir la renta sea el que tenga jurisdicción para gravarlas.” (Proceso 125-IP-

2010, 2011) 

Asimismo, la propia jurisprudencia del TJCA, ha señalado que existe una excepción 

al referido principio de la fuente productora y esta es el principio de beneficio 

efectivo: 

 

El artículo 14 constituye una excepción al principio de la fuente productora (…). La 

norma se basa en el principio del beneficio efectivo y prevé que las rentas obtenidas 

por las empresas de servicios profesionales, técnicos, de asistencia técnica y 

consultoría, serán gravables sólo en el País Miembro en cuyo territorio se produzca el 

beneficio de tales servicios. Salvo prueba en contrario, se presume que el lugar donde 

se produce el beneficio es aquél en el que se imputa y registra el correspondiente 

gasto. (Proceso 37-IP-2011, 2011) 

Además, en cuanto a los servicios profesionales, técnicos, de asistencia técnica y 

consultoría a que el artículo 14° de la Decisión 578, el TJCA en diversa 

jurisprudencia (Procesos190-IP-2006, 125-IP-2010, 37-IP-2011 y 63-IP-2011), los 

ha definido. 

 

Conforme a los artículos 2°, 3°, 6° y 14° de la Decisión 578, así como la 

jurisprudencia del TJCA, los servicios de “call center” prestados por la Empresa, 

                                                           
11  Según el artículo 2° de la Decisión 578, la expresión “actividades empresariales” se refiere a actividades 

desarrolladas por empresas. 



que tienen su fuente productora en el Perú, pues, es en este país en donde se 

desarrolla la actividad generadora de la renta, solo deben ser gravados en el Perú, 

y ser considerados como exonerados en Ecuador. 

 

Asimismo, al no constituir los servicios de “call center” servicios que califiquen como  

servicios profesionales, servicios técnicos, de asistencia técnica o servicios de 

consultoría, de acuerdo con la jurisprudencia del TJCA antes citada, no podría 

aplicarse respecto de esta operación el principio de beneficio efectivo, excepción al 

principio de la fuente productora. 

 

En consecuencia, es correcto que la renta generada por los servicios de “call center” 

prestados en el país por la Empresa, se encuentren gravados en el Perú, siendo 

que en caso la administración tributaria de Ecuador ha procedido a gravar dichas 

rentas, la Empresa deberá iniciar las acciones que conforme al ordenamiento 

jurídico de dicho país se hayan previsto a efectos de dar cumplimiento a la Decisión 

578 y evitar una doble imposición tributaria. 

 

2.5. El cambio de domicilio fiscal originalmente declarado ante la SUNAT, cuando 

ésta ha iniciado un procedimiento de cobranza coactiva  

 

Otro problema jurídico que se desprende del procedimiento contencioso – tributario 

seguido en el presente expediente, que además formó parte de los argumentos de 

defensa esgrimidos por el recurrente en etapa de reclamación y en apelación, es la 

posibilidad de modificar el domicilio fiscal originalmente declarado ante la SUNAT, 

cuando ésta ha iniciado un procedimiento de cobranza coactiva. 

 

Según el primer párrafo del artículo 11° del CT, los sujetos obligados a inscribirse 

ante la administración tributaria de acuerdo a las normas respectivas tienen la 

obligación de fijar y cambiar su domicilio fiscal, conforme ésta lo establezca. 

 

El segundo párrafo del citado artículo prevé que el domicilio fiscal, es el lugar fijado 

dentro del territorio nacional para todo efecto tributario. 

 

El tercer párrafo del referido artículo dispone que el domicilio fiscal fijado por los 

sujetos obligados a inscribirse ante la administración tributaria se considera 

subsistente mientras su cambio no sea comunicado a ésta en la forma que 

establezca. En aquellos casos en que la administración tributaria haya notificado al 

referido sujeto a efecto de realizar una verificación, fiscalización o haya iniciado el 

procedimiento de cobranza coactiva, éste no podrá efectuar el cambio de domicilio 

fiscal hasta que ésta concluya, salvo que a juicio de la administración exista causa 

justificada para el cambio. 

 

Por su parte, el cuarto párrafo del mencionado artículo señala que la administración 

tributaria está facultada a requerir que se fije un nuevo domicilio fiscal cuando, a su 

criterio, éste dificulte el ejercicio de sus funciones. 



Conforme a la doctrina nacional12, el domicilio fiscal es un “domicilio especial”, por 

cuanto su regulación obedece a fines exclusivamente tributarios y no 

necesariamente coincidirá con el domicilio real o legal de los contribuyentes. 

 

Así, esta característica, en algunas situaciones particulares, puede llegar a 

ocasionar perjuicios para los contribuyentes.  

 

Lo advertido fue precisamente lo que sucedió con la Empresa que, luego de 

declarar un domicilio fiscal ante la SUNAT, lugar que no coincidía con su domicilio 

legal, solicitó su modificación, alegando que el contrato de arrendamiento en virtud 

del cual ocupaba dicho domicilio había sido resuelto por el arrendador; sin embargo, 

la SUNAT no accedió a lo solicitado debido a que había iniciado un procedimiento 

de cobranza coactiva13. 

 

De la lectura del artículo 11° del  CT, se aprecia por un lado, que el legislador ha 

impuesto límites a los contribuyentes para señalar y solicitar la modificación del 

domicilio fiscal ante la administración tributaria, y por otro lado, ha otorgado a la 

administración tributaria la facultad de decidir sobre la procedencia del cambio de 

domicilio fiscal en los siguientes casos: (i) cuando la ubicación del domicilio fiscal 

declarado por el contribuyente a su criterio, dificulte el ejercicio de sus funciones; y 

(ii) cuando a su juicio exista causa justificada para el cambio. 

 

Lo regulado en el segundo caso, en donde la facultad de la administración tributaria 

para acceder a la solicitud de cambio de domicilio fiscal dependerá de que “a su 

juicio exista causa justificada para el cambio”,  resulta ser una facultad 

discrecional14. 

                                                           
12   Rosendo Huamaní Cueva apunta lo siguiente en relación al domicilio fiscal: 
 

 No es pues el domicilio de origen, real o el legal; es un domicilio especial: fijado por el 

contribuyente (que en su fijación puede coincidir con aquellos domicilios, pero no necesariamente); 

solo cuando se ha fijado, la Administración, recurriendo a las presunciones de domicilio (artículos 12 al 

15), puede considerar como domicilio fiscal al domicilio real o legal, entre otros. (Huamaní Cueva, 

2015, pág. 441) 

13  La posición de la SUNAT respecto a la solicitud del recurrente de cambio de domicilio fiscal fue expuesta 
mediante la RI, en el marco de un procedimiento contencioso – tributario. 

14  Según el Tribunal Constitucional: 
  

 La actividad estatal se rige por el principio de legalidad, el cual admite la existencia 

de los actos reglados y los actos no reglados o discrecionales. 

Respecto a los actos no reglados o discrecionales, los entes administrativos gozan de 

libertad para decidir sobre un asunto concreto dado que la ley, en sentido lato, no 

determina lo que deben hacer o, en su defecto, cómo deben hacerlo. 

En puridad, se trata de una herramienta jurídica destinada a que el ente 



 

Sin embargo, el mismo CT ha impuesto límites al ejercicio de toda facultad 

discrecional. El último párrafo de la Norma IV del Título Preliminar del CT establece 

que en los casos en que la administración tributaria se encuentre facultada para 

actuar discrecionalmente optará por la decisión administrativa que considere más 

conveniente para el interés público, dentro del marco que establece la ley. 

 

Por su parte, el Tribunal Constitucional ha señalado que todo acto discrecional debe 

encontrarse debidamente motivado: 

 

Por lo tanto, en la discrecionalidad (…), el órgano jurisdiccional tiene como 

cuestión crucial la motivación (…), de la que depende esencialmente la legitimidad 

de ejercicio de todo poder, y es, por ello, inexcusable e irrenunciable, tal como lo 

prueba la categórica prohibición constitucional de todo uso arbitrario de aquél. (STC 

N° 0090-2004-AA/TC, FJ 13, 2004) 

Asimismo, refiriéndose a la facultad de fiscalización de la SUNAT, el Tribunal 

Constitucional también se ha referido a la obligación de motivación de todo acto 

discrecional: 

 

Así, esta potestad tributaria, en su dimensión fiscalizadora, es regulada en el 

Texto Único Ordenado del Código Tributario (…). Esta actividad, normada por Ley, 

otorga gran amplitud de acción a la Administración, precisamente para combatir la 

evasión tributaria. Sin embargo, y como ya se apreció, este amplio margen de 

actuación se encuentra limitado. En efecto, mientras mayor sea la discrecionalidad 

de la Administración mayor debe ser la exigencia de motivación de tal acto, ya que 

la motivación expuesta permitirá distinguir entre un acto de tipo arbitrario frente a 

uno discrecional. (STC N° 04168-2006-PA/TC, FJ 6, 2008) 

Teniendo en cuenta lo establecido en el último párrafo de la Norma IV del CT, así 

como lo interpretado por el Tribunal Constitucional en relación a la discrecionalidad, 

si bien la decisión de la SUNAT podría parecer acorde al interés público (la 

recaudación), esta decisión no ha sido adoptada dentro del marco que ha 

establecido la ley, puntualmente porque en estricto no ha existido un 

pronunciamiento debidamente motivado por parte de la administración tributaria15, 

                                                           
administrativo pueda realizar una gestión concordante con las necesidades de cada 

momento. (STC N° 0090-2004-AA/TC, FJ 8, 2004) 

15  Si bien la SUNAT se pronunció respecto a la solicitud del recurrente a través de la RI en el marco de un 
procedimiento contencioso – tributario, de acuerdo con el artículo 162° del CT, lo debió hacer a través 



en consecuencia, la no procedencia del cambio del domicilio fiscal del recurrente 

constituye un acto arbitrario. 

 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

3.1. Posición fundamentada sobre la RI 

 

Me encuentro en desacuerdo con la RI, que declaró infundada la reclamación 

formulada por el recurrente contra la RD, mediante la cual, la SUNAT le atribuyó 

responsabilidad solidaria respecto de diversas deudas tributarias de la Empresa, 

por los siguientes motivos: 

 

- La RI no se encuentra debidamente motivada, habiendo incurrido la SUNAT en 

una deficiencia en la motivación externa; justificación de las premisas. 

 

A efectos de confirmar la atribución de responsabilidad solidaria al recurrente 

mediante RD, la SUNAT afirma que de acuerdo con la copia literal de la Partida 

N° 12852205 del Registro de Personas Jurídicas de la SUNARP éste se 

desempeñó como gerente general de la Empresa desde el 29/05/2012 hasta el 

18/07/2014; sin embargo, de la revisión de los asientos A00001 y D0001 de la 

Partida N° 12852205, se aprecia que si bien el recurrente fue nombrado como 

gerente general por Escritura Pública de fecha 25/05/2012, la SUNAT no ha 

acreditado que desde esa fecha, el nombramiento del recurrente como gerente 

general de la Empresa haya surtido efectos conforme con el artículo 14° de la 

LGS, asimismo, no ha tomado en cuenta que por junta general de accionistas 

de fecha 05/04/2013, se acordó la disolución y liquidación de la Empresa, acto 

en el que además se designó al liquidador, por ende, de acuerdo con el artículo 

413° de la  LGS, el recurrente solo tuvo la calidad de representante legal hasta 

el 04/04/2013 y no hasta el 18/07/2014.  

 

Como se puede apreciar, las premisas de las que ha partido la SUNAT para 

atribuir responsabilidad solidaria al recurrente, afirmando que éste se 

desempeñó como gerente general de la Empresa desde el 29/05/2012 hasta el 

18/07/2014, no son jurídicamente válidas, pues la interpretación efectuada por 

la SUNAT de las disposiciones contenidas en los artículos 14° y 413° de la  LGS 

no es correcta, por tanto, se evidencia una deficiencia en la justificación externa 

del razonamiento de la SUNAT. 

 

- En la RI, en el extremo referido a la OP N° 023-001-567903616, la motivación 

es inexistente. 

 

La SUNAT sostiene que de acuerdo con la Directiva N° 011-99-SUNAT y el 

Informe N° 339-2003-SUNAT/2B0000, la responsabilidad solidaria del 

representante legal puede ser imputada respecto de aquellas obligaciones 

                                                           
de un procedimiento no contencioso de acuerdo a la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley 
N° 27444. 

16  Emitida por la reliquidación del IR del ejercicio 2012. 



tributarias que resulten exigibles durante su función, aun cuando el nacimiento 

de las mismas se haya producido con anterioridad. 

 

Como se puede apreciar, si bien la SUNAT cita la Directiva N° 011-99-SUNAT 

y el Informe N° 339-2003-SUNAT/2B0000 a efectos de sustentar la atribución 

de responsabilidad solidaria al recurrente por el IR del ejercicio 2012 a cargo 

de la Empresa, no ha expuesto las razones y justificaciones objetivas, conforme 

al ordenamiento jurídico y a los hechos debidamente probados en el 

procedimiento, que la llevaron a tomar dicha decisión, configurándose así una 

inexistente de motivación. 

 

- En la RI, la SUNAT se pronuncia sobre un hecho respecto del cual no tenía 

competencia. 

 

Frente al alegato del recurrente referido a que durante un procedimiento de 

cobranza coactiva, declaró un nuevo domicilio fiscal, la SUNAT indicó que de 

conformidad con el artículo 11° del CT, durante dicho procedimiento no era 

posible modificar el domicilio fiscal, salvo que la SUNAT considere que existía 

una causa justificada, sin embargo la Empresa no presentó ninguna 

documentación que respaldara su solicitud. 

 

Sobre el particular, considero que la SUNAT no tenía competencia en razón de 

la materia para pronunciarse respecto de dicho alegato, toda vez que el 

procedimiento materia de controversia era un procedimiento contencioso – 

tributario (numeral 3 del artículo 112° del CT), no siendo la vía idónea para 

discutir la legalidad del procedimiento seguido, sino el Tribunal Fiscal a través 

de la atención de una queja (regulada en el artículo 155° del Código Tributario), 

ni el procedimiento seguido a efectos de designar a la Empresa como “No 

Habido”, sino según el procedimiento regulado en la LPAG (artículo 162° del 

CT). 

 

En ese sentido, considero que la SUNAT ha prescindido totalmente del 

procedimiento legal establecido. 

 

Por los fundamentos expuestos, considero que al haber sido dictada la RI 

vulnerando el derecho al debido procedimiento del recurrente y careciendo de una 

debida motivación, de conformidad con el numeral 2 del artículo 109° del CT, debió 

ser declarada nula por el Tribunal Fiscal, a efectos de que la SUNAT emita una 

nueva resolución con arreglo a ley. 

 

3.2. Posición fundamentada sobre la RTF N° 06698-8-2015 

 

Me encuentro de acuerdo con el fallo emitido por el Tribunal Fiscal en la RTF N° 

06698-8-2015, que revocó la RI y dejó sin efecto la RD de atribución de 

responsabilidad solidaria al recurrente, por los siguientes motivos: 

 

- A través de la aplicación del criterio jurisprudencial recogido en las RTFs N° 

07254-2-2005, 06749-2-2006 y 00232-3-2010, el Tribunal Fiscal ha 



materializado el principio de predictibilidad o de confianza legítima recogido en 

el numeral 1.15 del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General, Ley N° 27444 (“LPAG”) que, según el profesor Juan Carlos Morón 

Urbina17, es la manifestación del principio de seguridad jurídica18 en el ámbito 

del Derecho Administrativo. 

 

Así, en base al referido criterio jurisprudencial, el recurrente tenía una 

expectativa razonable de cuál sería la actuación del Tribunal Fiscal al aplicar 

las normas sobre responsabilidad solidaria previstas en el CT, a efectos de 

resolver el recurso de reclamación que interpuso contra una resolución de 

determinación que le atribuyó responsabilidad solidaria, lo que aconteció en los 

hechos. 

 

- A efecto de emitir pronunciamiento sobre el fondo del asunto controvertido, el 

Tribunal Fiscal ha interpretado correctamente los artículos 14°, 413°, 415° y 

416° de la LGS, para determinar si durante los periodos por los cuales la 

SUNAT le atribuyó responsabilidad solidaria al recurrente, éste tuvo la calidad 

de gerente general de la Empresa; los artículos 188°, 190° de la misma ley, a 

efectos de determinar si el recurrente se encontraba encargado y/o participaba 

en la determinación y pago de los tributos por tales periodos; y el artículo 16° 

del CT a efectos de determinar si el incumplimiento de las obligaciones 

tributarias a cargo de la Empresa obedeció a que el recurrente actuó con dolo, 

negligencia grave o abuso de facultades. 

 

Como se puede apreciar, la RTF N° 06698-8-2015 se encuentra debidamente 

motivada, en la medida que expresa las razones o justificaciones objetivas, 

conforme al ordenamiento jurídico y a los hechos debidamente probados en el 

procedimiento, que llevaron a revocar la RI y dejar sin efecto la RD de atribución 

de responsabilidad solidaria. 

 

- Considero acertado lo señalado en la  RTF N° 06698-8-2015 en relación a la 

aplicación de la Directiva N° 011-99-SUNAT y el Informe N° 339-2003-

SUNAT/2B0000. 

                                                           
17    

 Para Morón (2019) “Todas estas conductas tienen como común denominador transgredir un 

principio elemental del Estado de Derecho: la seguridad jurídica, que en términos nacionales hemos 

bautizado como principio de predictibilidad.” (Morón Urbina, 2019, pág. 131.) 

18  En relación al principio de seguridad jurídica, el Tribunal Constitucional ha señalado lo siguiente: 
 

 El principio de la seguridad jurídica forma parte consubstancial del Estado Constitucional de 

Derecho. La predecibilidad de las conductas (en especial, las de los poderes públicos) frente a los 

supuestos previamente determinados por el Derecho, es la garantía que informa a todo el 

ordenamiento jurídico y que consolida la interdicción de la arbitrariedad. (STC N° 0016-2002-AI/TC, FJ 

3, 2003) 



 

En cuanto a la aplicación de la Directiva N° 011-99-SUNAT, si bien constituye 

fuente de Derecho Tributario (según el inciso a) de la Norma III del Título 

Preliminar del CT, son fuentes de Derecho Tributario las resoluciones con 

carácter general emitidas por la Administración Tributaria19), el Tribunal Fiscal 

señaló, respecto del Impuesto a la Renta del ejercicio 2012, que a la fecha que 

calificó a la Empresa como “No Habido” el recurrente ya no era gerente general 

de la Empresa. 

 

Asimismo, respecto a la aplicación del Informe N° 339-2003-SUNAT/2B0000, 

si bien también constituye fuente de Derecho Tributario, conforme al artículo 

94° del CT, este pronunciamiento solo de obligatorio cumplimiento para la 

SUNAT y no para el Tribunal Fiscal. 

 

4. CONCLUSIONES 

 

A continuación, se señalarán las conclusiones relacionadas al análisis de los principales 

problemas jurídicos identificados y a las resoluciones emitidas en el expediente: 

 

4.1. La debida motivación de los actos emitidos por la SUNAT no es solo un requisito de 

validez de los actos administrativos conforme al artículo 3° de la LPAG, sino que 

forma parte, del derecho constitucional al debido proceso en su expresión formal, 

por lo que dicha exigencia es de obligatorio cumplimiento por la administración 

pública (de la que forma parte la SUNAT) en instancia administrativa.  

 

4.2. Conforme con la jurisprudencia del Tribunal Fiscal, uno de los primeros aspectos a 

verificar para la atribución de responsabilidad solidaria en materia tributaria, es  

comprobar que el representante legal de una persona jurídica haya desempeñado 

dicho cargo durante los periodos por los cuales se le atribuye dicha responsabilidad, 

para lo cual se debe determinar desde qué fecha se produjo la aceptación su 

nombramiento, ya sea expresa o tácitamente, y hasta qué fecha desempeñó dicho 

cargo. 

 

4.3. Si bien la inscripción en los Registros Públicos de la extinción de una persona 

jurídica determina la pérdida de su personalidad jurídica, y con ello, su calidad de 

                                                           
19  Resulta ilustrativo el comentario que al respecto formula el doctor Felipe Iannacone Silva: 
 

Las distintas administraciones tributarias peruanas tienen legalmente asignadas un conjunto de 

facultades, entre las que se encuentran aquellas de tipo normativo. Dichas facultades provienen de un 

poder expresamente concedido por la ley (por ejemplo, aprobar el reglamento de comprobantes de 

pago, el reglamento de libros y registros contables, régimen de retenciones del IGV, entre otros) o del 

ejercicio de sus potestades discrecionales. No son, a diferencia de algunas administraciones 

tributarias del mundo, meramente ejecutores de la normatividad aprobada por otro ente, sino que 

como fortaleza tienen poderes normativos. (Iannacone Silva, et al., 2011, pág. 89) 

 



deudor tributario, ello no significa que la SUNAT se encuentre impedida de atribuir 

responsabilidad solidaria respecto de sus deudas tributarias a, por ejemplo, el sujeto 

que se desempeñó como su representante legal, debiendo acreditar para tal efecto, 

que éste actuó con dolo, negligencia grave o abuso de facultades. 

 

4.4. Aun cuando las deudas tributarias materia de atribución de responsabilidad solidaria 

hubieran sido discutidas por el recurrente, conforme con la Decisión 578, el Perú 

tenía la potestad para gravar las rentas generadas por la Empresa, por ser éste el 

país en donde se generó la fuente productora de renta, no habiéndose producido 

alguna de las excepciones previstas en el ordenamiento andino para que dicha 

renta se encuentre gravada en Ecuador.  

 

4.5. Si bien de acuerdo con el CT, la SUNAT tienen la facultad discrecional de denegar 

el cambio de domicilio fiscal a un contribuyente que se encuentre incurso en un 

procedimiento de cobranza coactiva, el pronunciamiento que emita la SUNAT debe 

encontrarse debidamente motivado, lo contrario significará un actuar arbitrario, 

proscrito por nuestro ordenamiento jurídico. 
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